
De acuerdo a cifras 2023, la inversión pública (IPU) de los tres niveles de gobierno en
La Libertad representa alrededor del 10% del PBI, superior al promedio nacional (6%).
Esto revela la importancia relativa de impulsar de forma efectiva la IPU en la región.
La evidencia muestra que el efecto multiplicador del gasto público es más potente
cuando la economía está en el ciclo bajo de crecimiento e incertidumbre (1,42 en ciclo
bajo y 0,73% en ciclo alto). Actualmente la economía regional está creciendo a un ritmo
de alrededor del 2% (el año 2022 creció 1,7%), insuficiente para absorber de la mejor
forma la fuerza laboral que está ingresando al mercado.
La ejecución del gasto público en la región, en los tres niveles de gobierno en los
primeros 100 días, ha aumentado apreciablemente por debajo del potencial, entre más de
la mitad y menos de un tercio de retraso. En el primer lugar de ejecución está el
gobierno central seguido de los gobiernos locales y del regional. Hay buen espacio para
mejorar el avance. Se debería plantear metas mensuales explícitas de avance, con
comités de seguimiento semanal aplicando la tecnología.
Por otro lado, los gobiernos subnacionales deberían comenzar a trabajar en serio sus
finanzas públicas, en particular los gobiernos locales. Por ejemplo, comenzar a mejorar
su recaudación del impuesto predial, que si bien la tasa de recaudación en La Libertad
está un poco por encima del promedio nacional (0,2% el Pbi), hay apreciable espacio
para avanzar, habría que actualizar sus catastros y mejorar la recaudación, evitando los
incentivos perversos que genera riesgo moral. Esto se complicaría con la aplicación de la
Ley 31313 (DUS).
La inversión regional se debería integrar territorialmente. Los tres niveles de gobierno
deberían ser capaces de una articulación técnica, con metas claras con visión de
desarrollo en cada provincia. Las cifras de avance de inversión por provincia de la
inversión total de los tres niveles, muestra que mientras la provincia de Ascope avanzó
25,4% en la inversión, seguido de Pacasmayo (22,6%), Gran Chimú (16,6%), Virú
(15,3%), Julcán (14,8%), Trujillo (12,4%), Sánchez Carrión (14%) y Chepén (12,2%),
hubieron provincias muy retasadas en avance de inversiones como Bolívar que de un
PIM total (de los tres niveles) de 72 millones de soles sólo se avanzó 6 millones, es decir
8,3%; le sigue Pataz (7,2%), Santiago de Chuco (7%) y Otuzco (6,5%). Una propuesta
como la planteado al inicio de este párrafo, contribuiría a un desarrollo más convergente
e inclusivo.
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EL SECTOR PÚBLICO DEBERÍA HACER SU TAREA

PRONUNCIAMIENTO



De acuerdo a cifras 2023, la inversión pública (IPU) de los tres niveles de gobierno en La Libertad representa alrededor del 10% del PBI, superior al promedio nacional (6%). Esto revela la importancia relativa de impulsar de forma efectiva la IPU en la región.
La evidencia muestra que el efecto multiplicador del gasto público es más potente cuando la economía está en el ciclo bajo de crecimiento e incertidumbre (1,42 en ciclo bajo y 0,73% en ciclo alto). Actualmente la economía regional está creciendo a un ritmo de alrededor del 2% (el año 2022 creció 1,7%), insuficiente para absorber de la mejor forma la fuerza laboral que está ingresando al mercado.
La ejecución del gasto público en la región, en los tres niveles de gobierno en los primeros 100 días, ha aumentado apreciablemente por debajo del potencial, entre más de la mitad y menos de un tercio de retraso. En el primer lugar de ejecución está el gobierno central seguido de los gobiernos locales y del regional. Hay buen espacio para mejorar el avance. Se debería plantear metas mensuales explícitas de avance, con comités de seguimiento semanal aplicando la tecnología.
Por otro lado, los gobiernos subnacionales deberían comenzar a trabajar en serio sus finanzas públicas, en particular los gobiernos locales. Por ejemplo, comenzar a mejorar su recaudación del impuesto predial, que si bien la tasa de recaudación en La Libertad está un poco por encima del promedio nacional (0,2% el Pbi), hay apreciable espacio para avanzar, habría que actualizar sus catastros y mejorar la recaudación, evitando los incentivos perversos que genera riesgo moral. Esto se complicaría con la aplicación de la Ley 31313 (DUS).
La inversión regional se debería integrar territorialmente. Los tres niveles de gobierno deberían ser capaces de una articulación técnica, con metas claras con visión de desarrollo en cada provincia. Las cifras de avance de inversión por provincia de la inversión total de los tres niveles, muestra que mientras la provincia de Ascope avanzó 25,4% en la inversión, seguido de Pacasmayo (22,6%), Gran Chimú (16,6%), Virú (15,3%), Julcán (14,8%), Trujillo (12,4%), Sánchez Carrión (14%) y Chepén (12,2%), hubieron provincias muy retasadas en avance de inversiones como Bolívar que de un PIM total (de los tres niveles) de 72 millones de soles sólo se avanzó 6 millones, es decir 8,3%; le sigue Pataz (7,2%), Santiago de Chuco (7%) y Otuzco (6,5%). Una propuesta como la planteado al inicio de este párrafo, contribuiría a un desarrollo más convergente e inclusivo.

Debería verse formas de innovar en la gestión pública. Si, por ejemplo, hay
debilidades en la ejecución o avance de la inversión pública, una estrategia podría ser
el encargar a empresas (y/o profesionales agrupados) especializadas en el desarrollo
del ciclo de inversión y en la gerencia de proyectos, en particular en la fase de los
estudios (perfiles, expedientes técnicos), con la suficiente agilidad y flexibilidad
administrativa. 
Debería evidenciarse en los tres niveles de gobierno, que se está comenzando a atacar
de manera efectiva, los grandes males de nuestra sociedad. En la última encuesta de la
ENAHO elaborada para la región, muestra que la población tiene una muy elevada
desconfianza en sus instituciones (entre 65% y 93%), “destacando” los partidos
políticos y el congreso de la república. Considera como el principal problema a la
corrupción (La Libertad 45% y Trujillo 54%), seguido para el caso de Trujillo, de la
inseguridad/delincuencia (47%) y los bajos sueldos/precios altos (34%).
El sector público debería considerar al liderazgo como un proceso, como una
construcción colectiva, contribuyendo a potenciar las sinergias y la capacidad de los
actores sociales y económicos, distribuyendo adecuadamente los desafíos y riesgos.
Se debería institucionalizar los “Consejos Consultivos Regionales” (CCR) o arreglo
institucional similar, en los 3 niveles de gobierno, quienes opinarían de manera
vinculante en reuniones formales. Así, se contribuiría a mejorar la gobernanza y
gobernabilidad, y la intervención pública sería más efectiva. Los CCR estarían
formados por representantes de universidades, colegios profesionales y de
organizaciones empresariales.
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